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VULNERACIÓN DE  LOS DERECHOS HUMANOS POR LA APROBACIÓN 
DE INDULTOS Y AMNISTIAS* 
 




En los contextos nacionales e internacionales han surgido una variedad considerable de 
conflictos en los que se ha envuelto a la población civil, los crímenes que se han puesto 
sobre los hombros de esta han determinado un cambio de paradigma a los ojos de los 
tribunales penales, por lo que en casos característicos por ser extremadamente complejos 
su investigación y sanción de los perpetradores de los actos, han dado la salida bajo la luz 
de lo que se denomina como Indultos y Amnistías. 
Pero debe observarse si dichos actos para agilizar la investigación y procedimiento penal 
puede configurar una violación a los derechos Humanos, por lo que es de importancia 
delimitar cuando ese beneficio puede degenerarse en la vulneración de una obligación 
internacional y de los lineamientos internacionales de los derechos Humanos. 
Ante ello es valido hacer la pregunta: ¿Con la aprobación de los indultos y amnistias se 
vulneran los derechos humanos?, para el desarrollo de dicha cuestión se utilizo el método 
de derecho comparado y el histórico-logico, no se relizo investigaciones de campo. 
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In the national and international context have emerged a considerable variety of conflicts 
in which has been wrapped to the civil population, the crimes that has been inserted over 
the shoulders of these, for that in these cases characteristic for be extremely complex them 
investigation and sanction of the perpetrators of the acts, have given the departure under 
the light of what is called as pardons and amnesties. 
But it must observe if said acts to speed up the investigation and crime process can set up 
a violation to the humans right, so it is of great importance delimit when that benefice 
may degenerate in the infringement of an international obligation and international 
guidelines of the humans right. 
Before it is valid do the question:  with the aprobation of pardons and amnesty the humans 
rights are violated?, to the development of said question it was used the metods of 
compared and the historical-logic, it was not done camp investigations. 
rrollo de dicha cuestión se utilizo el método de derecho comparado y el histórico-logico, 
no se relizo investigaciones de campo. 
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Cuando se evalúan los preceptos del estatuto de roma, debe decirse que cuando se califica 
una acción o actuación como delito de lesa humanidad, crimen de guerra, genocidio o 
crimen de agresión adquiere unas características que evitan que se otorguen beneficios 
que en la acción penal de los países puedan otorgarse, partiendo que estos delitos al ser 
tan especiales y atroces, deben ser juzgados con  todo el peso, partiendo que no son 
prescriptibles en razón de proteger los principios del estatuto que dio nacimiento a la corte 
penal internacional. 
Cuando se logre evidenciar los preceptos que se entablan en los delitos y en las 
investigaciones respectivas de los mismos, debe surgir la pregunta ¿en qué momento 
otorgar la amnistía o indulto da vía a la violación de derechos humanos? Razón por la que 
se examinara los lineamientos a seguir, y enfocar las cuestiones en el conflicto y 
posconflicto que se está desarrollando en Colombia. Determinado como objetivo general 
la delimitación de la amnistía e indulto en sus otorgamientos, lo cual se alcanzará con la 
examinación de los instrumentos internacionales, la descripción de lo establecido por los 
altos tribunales nacionales colombianos y la relación sistematica que toman ambas 
directrices al desarrollar el tema. 
De tal manera como líneas guías se evidencia a las providencias de los tribunales europeos 
y lo dicho bajo la idea del convenio europeo de derechos humanos, para desarrollar las 
etapas y prerrogativas que priman en Europa, además de tener en cuenta lo establecido 
como normas de derecho en la comunidad internacional, interpretar las reglas de erga 
omnes y las que pueden estar bajo interpretación de los estados, para finalmente 
determinar la posición que tiene los sistemas regionales de derechos humanos, en una 
visión ampliada a la corte interamericana de derechos humanos, dejando en claro cuál es 
la posición de cada una de las corporaciones. 
Determinando cual es la postura a manejar en el contexto de las naciones unidas, para 




   
 




Para la presente investigación se utilizó el método de derecho comparado, ya que se 
evaluó  las distintas posturas que se dan entre el ordenamiento internacional, como lo son 
los tribunales europeos, las cortes americanas y sus respectivitos órganos jurisdiccionales 
de derechos humanos, además se observó  la línea que tiene la corte penal internacional 
al respecto, para finalmente concluir con la postura que tiene las naciones unidas respecto 
al indulto y amnistía.
 
RESULTADOS 
Ante el desarrollo del objetivo general, en el que busca delimitar las violaciones a los 
derechos humanos por el otorgamiento de indultos y amnistías, se desarrollaran los pasos 
a seguir para que se logre delimitar los parámetros para que se entiendan las violaciones 
a derechos Humanos, de manera que en primer lugar se evaluaran los preceptos 
internacionales, continuando con lo reseñado en la comunidad europea y americana, para 
finalizar en un caso en concreto como es el colombiano a la luz de la corte interamericana 




oficina del alto comisionado de las naciones unidas para los derechos humanos, 
establece una idea rectora que las amnistías “son las medidas jurídicas que tienen como 
efecto:  
a) La posibilidad de impedir el enjuiciamiento penal y, en algunos casos, las 
acciones civiles contra ciertas personas o categorías de personas con respecto a 
una conducta criminal específica cometida antes de la aprobación de la amnistía; 
o  
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b) La anulación retrospectiva de la responsabilidad jurídica anteriormente 
determinada.2 
De tal manera que se entiende a la amnistía un beneficio en el cual no se ejecuta la acción 
penal o civil, pero de acuerdo a ciertas conductas, en las que se excluyen unos delitos que 
por sus características esenciales es improcedente aplicar la amnistía, de lo que se 
analizará con posterioridad. 
“El indulto por su parte es un instrumento para indicar un acto oficial que exime a un 
delincuente o delincuentes condenados de la aplicación de la pena en todo o en parte, sin 
borrar la condena en que se basa.”3 De tal manera que la amnistía supone la 
improcedencia del delito, el indulto se predica sobre la pena. 
Partiendo de la esencia de los términos jurídicos a tratar, las naciones unidas han 
desplegado unos factores o hechos en los que bajo ningún motivo deben otorgarse los 
beneficios de indultos y amnistías, los cuales son los siguientes: 
a) Impiden el enjuiciamiento de personas que pueden resultar penalmente 
responsables de crímenes de guerra, genocidio, crímenes de lesa humanidad o 
violaciones graves de derechos humanos, incluidos los delitos que afecten 
concretamente a la mujer y la violencia de género;  
b) Interfieren con el derecho de las víctimas a un recurso efectivo, incluida la 
reparación, o  
c) Limitan el derecho de las víctimas y las sociedades a conocer la verdad acerca 
de las violaciones de derechos humanos y del derecho humanitario. Además, las 
amnistías que procuren restaurar los derechos humanos deben estar formuladas 
                                                          
2 “OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS, Instrumentos del Estado de 
Derecho para Sociedades  que han salido de un conflicto, 2009, P5, recuperado de: 
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Amnesties_sp.pdf” 
3 “OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS, Instrumentos del Estado de 
Derecho para Sociedades  que han salido de un conflicto,2009, recuperado de: 
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Amnesties_sp.pdf” 
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con miras a velar por no limitar los derechos restaurados ni perpetuar en algún 
sentido las violaciones iniciales.4 
De manera tal que se encuentran los parámetros a seguir, en los casos en los que de si se 
llegara a otorgar un beneficio procesal, se constituiría una violación a los derechos 
humanos y el estado seria acreedor de una responsabilidad internacional por violar una 
regla internacional. 
La primera parte hace referencia al estatuto de roma, ya que los delitos mencionados en 
el articulado del estatuto encuentran convergencia en lo estipulado anteriormente, de lo 
que se debe destacar que las acciones penales que recaigan sobre los autores de las 
violaciones de los derechos y las comisiones de los delitos de los que la corte penal 
internacional es competente, tienen que ser estrictamente contundentes, en el entendido 
que como se pone en protección a la humanidad, no puede negociarse, dilatarse o 
cuestionarse las prerrogativas que se deben predicar al momento de enjuiciar a los autores 
de los crímenes, de aquí se debe destacar el crimen de genocidio y los delitos de lesa 
humanidad de manera que cuando se otorgan amnistías o indultos en la legislación interna 
de los estados, se está predicando la impunidad, dejando los actos cometidos a la 
intemperie jurídica, en dicho caso la corte penal internacional ha sido clara en que se debe 
combatir la impunidad, por lo que es característico que los delitos de estas magnitudes 
carezcan de los beneficios de amnistía e indulto. 
Decantando cada delito, en el genocidio se da que la Convención sobre la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio de 1948, en que se establece que es deber de los 
estados sancionar todos los actos en los que se realice el genocidio y en el avance del 
mismo instrumento internacional se da a entender que si no se investiga y sanciona el 
estado adquiere una responsabilidad por violación de una obligación internacional. 
De acuerdo a los delitos de lesa humanidad, el preámbulo del estatuto de roma establece: 
Afirmando que los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad 
internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que 
                                                          
4 “OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS, Instrumentos del Estado de 
Derecho para Sociedades  que han salido de un conflicto, 2009, P 11, recuperado de: 
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Amnesties_sp.pdf” 
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adoptar medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación internacional 
para asegurar que sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia. 
Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y a contribuir 
así a la prevención de nuevos crímenes. 
Con una interpretación integra a lo preludio, es totalmente incompatible que se predique 
la amnistía e indulto en los crímenes de lesa humanidad, además que estos al ser tan 
graves, la simple concepción de aplicarlos seria aplaudir y promover la impunidad. 
Referente a los crímenes de guerra, se encuentra la vertiente de estos en el derecho 
internacional humanitario del cual debe desprenderse de los convenios de ginebra, tanto 
a nivel internacional como no internacional, el cual se guía bajo los mismos lineamientos 
de los anteriores referenciados. 
En el segundo en mención, se hace más referencia a lo establecido en los tribunales 
regionales de derechos humanos y en instrumentos internacionales, de tal manera que en 
muchos de estos, estipulan que los estados tienen la obligación de investigar, procesar y 
sancionar a los violadores de derechos humanos y en caso de no realizarlo están violando 
obligaciones de índole internacional, ya sea bajo la visión sine delicto o por hecho ilícito, 
de tal manera que podría interponerse acción contra el estado ante un tribunal 
internacional para que este declare su responsabilidad y repare por lo cometido. 
Finalmente, la tercera, está bastante interrelacionada con la anterior, ya que esta también 
emana de una obligación internacional consuetudinaria, por lo que su no aplicación 
conllevaría que el estado se vea inmerso en problemas de juzgamiento por su acción al 
violar un derecho humano y a la par una obligación internacional. 
Continuando se observa que todos estos actos en los que la amnistía e indulto son 
incompatibles e improcedentes, tiene como característica común que son actos graves que 
vulneran a gran escala los derechos humanos por lo que es de menester evaluar y analizar 
este tema en cuestión. 
Partiendo que la violación grave a derechos humanos no ha sido tipificada o estipulada 
en un instrumento internacional, por lo que los defensores de derechos humanos y los 
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interpretes de las normas internacionales extraen los parámetros comunes para que 
predique violación grave, como un término correcto a tratar.5 
Todos esos actos tienen como frente común, que toman el principio rector de los derechos 
humanos, la dignidad humana, y sin remedio la atropellan buscando fines políticos, 
económicos, raciales, etc., que de una manera absurda ejecutan; por lo que el 
otorgamiento de amnistías e indultos seria frenar la llamada a investigar las violaciones a 
los derechos humanos y sentando como precedente la impunidad, cosa que no se puede 
permitir bajo ningún precepto. 
Teniendo en cuenta lo estipulado, los demás actos que no se enmarque en los actos que 
quedan expresamente excluidos de amnistía e indulto, son perfectamente admisibles estas 
figuras jurídicas, ya que en un plano internacional no están violando derechos humanos 
y el estado que las otorga no está incumpliendo una obligación internacional, de tal modo 
que queda facultado para otorgarlas. 
 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
 
Partiendo de que el presente tribunal se enmarca como la directiz en el caminar de los 
estados en el respeto de los derechos humanos en el viejo continente, ha sido evidente su 
aporte a los criterios universales en lo referente a la protección de la dignidad humana, 
materializada en las distintas etapas de las personas, su reconocimiento es claro como lo 
realiza la organización de Amnistia Internacional, en la que le da calificación de 
excelencia6. 
Ahora bien, en lo referente a amnistias e indultos el tribunal europeo ha tomado posturas 
que se clarifican en los casos que llegan a su conocimiento, varios han sido los eventos 
en los que se ha tomado como foco de debate las amnistias e indultos. 
                                                          
5 “Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han salido de un conflicto: Programas de 
reparaciones (publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta S.08.XIV.3), llamada 5” 
6 “AMNISTIA INTERNACIONAL, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, una joya para las libertades 
fundamentales, 2017, recuperado de: https://www.es.amnesty.org/en-que-
estamos/blog/historia/articulo/tribunal-europeo-de-derechos-humanos-una-joya-para-las-libertades-
fundamentales/” 
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Para desarrollar este tema se hace necesario como primer punto establecer las diferencias 
existentes entre una amnistía y un indulto, la primera se establece a grandes rasgos como 
la eliminación de la responsabilidad penal o civil de alguien que ha cometido una 
violación a la ley, pero teniendo como  limite las violaciones a los derechos humanos; por 
su parte el indulto se da como un perdón a la pena derivada de dicha violación a la ley, 
pero en este caso la persona responsable conserva sus antecedentes penales y se sigue 
considerando como culpable. 
Por su parte la ONU a establecido las amnistías como: “a) La posibilidad de impedir el 
enjuiciamiento penal y, en algunos casos, las acciones civiles contra ciertas personas o 
categorías de personas con respecto a una conducta criminal específica cometida antes de 
la aprobación de la amnistía; o b) La anulación retrospectiva de la responsabilidad jurídica 
anteriormente determinada” 7 
Ahora bien, en el sistema europeo de derechos humanos se basa en lo establecido en el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales, por lo que este se ve obligado a cumplir y velar lo establecido por dicho 
convenio, siendo el artículo 2 considerado como el más importante de todos, el cual 
establece: 
“Art. 2. 
 1. El derecho de toda persona a la vida está protegido por la ley. Nadie podrá ser privado 
de su vida intencionadamente, salvo en ejecución de una condena que imponga pena 
capital dictada por un tribunal al reo de un delito para el que la ley establece esa pena.  
2. La muerte no se considerará infligida con infracción del presente artículo cuando se 
produzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absolutamente necesario:  
a) En defensa de una persona contra una agresión ilegítima. b) Para detener a una persona 
conforme a derecho o para impedir la evasión de un preso o detenido legalmente. c) Para 
reprimir, de acuerdo con la ley, una revuelta o insurrección” 8 
                                                          
7 “OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS 
HUMANOS, Instrumentos Del Estado De Derecho Para Sociedades Que Han Salido De Un Conflicto, 
2009” 
8 “CONCEJO DE EUROPA,  Convenio Europea de Derechos Humanos, 1953” 
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En este sistema se han presentado pocos casos en los cuales se ha tratado el temas de las 
amnistías o indultos, pero de los pocos casos que existen algunos deben ser analizados 
minuciosamente, esto con el fin de entender la idea que maneja el sistema europeo en este 
tema y como este a evolucionado con el paso de los años. 
Respecto a las amnistias en el sistema europeo es necesario tomar como punto de partida 
lo establecido en el caso Dujardin y otros vs Francia en el año de 1991, caso en el cual se 
alega que con el proceso de descolonización de Nueva Caledonia ya que con la ley 88-
1028 del 9 de noviembre de 1988 (Loi portant dispositions statutaires et préparatoires à 
l’autodétermination de la Nouvelle-Calédonie ) y posteriormente la  ley 90-33 del 10 de 
enero de 1990 (LOI 90-33 du 10 janvier 1990 portant amnistie d’infractions commises à 
l’occasion d’événements survenus en Nouvelle-Calédonie) se otorga una amnistía por los 
delitos cometidos antes del 20 de agosto de 1988, por lo que se alega que con estas leyes 
se interrumpían los procedimientos judiciales referidos a asesinatos de diferentes 
gendarmes franceses y que por lo tanto esto representaría una violación a lo establecido 
en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos. 
Ante esto la comisión menciona que esta ley de amnistía fue adoptada como parte de un 
proceso de solución de los litigios entre las comunidades del archipiélago, por lo que en 
este caso el Estado tiene derecho a adoptar medidas de amnistías que considere necesarias 
para lograr el cumplimiento de los intereses legítimos del estado y los derechos de las 
comunidades. 
Por lo tanto, la comisión establece en este caso que la ley de amnistía de 1988 no 
contrariaba lo establecido en el convenio europeo y que por lo tanto era posible suspender 
las investigaciones y otorgar las amnistía con el fin de asegurar los intereses del Estado.9 
Durante muchos años esta decisión marcaria el rumbo del otorgamiento de amnistía en el 
sistema europeo, pero aun así esta decisión seria objeto de controversia, por lo que durante 
esos años siempre se buscaría llenar los vacíos dejados por esta decisión con respecto a 
los casos en los que la aceptación de lo establecido en una ley de amnistía puede 
representar una afectación al convenio europeo de derechos humanos. 
                                                          
9 “Comisión Europea de Derechos Humanos, Dujardin et autres contre la France, 1991” 
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Después de esta decisión se le daría nuevamente importancia al tema de las amnistías con 
el caso de Ould dah vs Francia, en el cual se mostraría como entre 1990 y 1991 se habían 
presentado diferentes conflictos entre los mauritanos árabes y grupos étnicos africanos, 
de los cuales algunos fueron acusados de estar estableciendo un golpe de estado, por lo 
que muchos fueron capturados como prisioneros, los cuales fueron sometidos a torturas 
y actos de barbarie por partes de sus guardias. 
El 14 de junio   de 1993 se aprobó una ley de amnistía a favor de los miembros de fuerzas 
armadas que hubieran cometido delitos entre el 1 de enero de 1989 y el 18 de abril de 
1992 que tuvieran relación con el conflicto. 
En el año 1998 el demandante ejercía como capitán del ejercito mauritano fue enviado a 
Francia para recibir una capacitación en la academia de infantería de Montpellier, pero 
en el año 1999 la federación internacional de derechos humanos acepto una queja contra 
el señor Ely Oul Dah debido a los acontecimientos sucedidos en 1991, donde basaban sus 
acusaciones en la convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes, la cual establece: “Artículo 2 1. Todo Estado Parte tomará medidas 
legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de 
tortura en todo territorio que esté bajo su jurisdicción. 2. En ningún caso podrán invocarse 
circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, 
inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como justificación de 
la tortura. 3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad 
como justificación de la tortura”.10 por lo que fue arrestado el 1 de julio de 1999, donde 
se fugo antes de ser liberado bajo fianza, por lo que en abril del año 2000 se emitió una 
orden de captura a su nombre. 
En 2001 se llevo a cabo un juicio bajo la acusación de cometer actos de tortura y barbarie 
contra Oul Dah, donde el juez baso su decisión en el testimonio de 9 testigos, donde el 
solicitante presento recurso de apelación contra la decisión argumentando lo establecido 
en la ley de amnistía de 1993, pero el tribunal de Montpellier inadmitió dicho recurso. 
En una sentencia del 8 de julio de 2002 la división de investigación del tribunal de Nimes 
confirmo la decisión del juez y argumento que efectivamente se habían cometido actos 
                                                          
10 “Organización de las Naciones Unidas, convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, 1984” 
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de tortura y de barbarie, además menciono que con base en el convenio de 10 de diciembre 
de 1984 los tribunales franceses adquirieron la jurisdicción para ignorar una ley de 
amnistía extranjera siempre y cuando la aplicación de dicha ley diera como resultado la 
violación de derechos humanos y normas internacionales. 
En este caso el tribunal europeo de derechos humanos menciona que las autoridades 
francesas actuaron de forma correcta al ignorar lo establecido por la ley de amnistía ya 
que si bien esta ley de amnistía buscaba poner fin a un conflicto y promover un proceso 
de reconciliación, los diferentes tratados y normas internacionales la tortura ocupa un 
lugar especial en el derecho internacional, por lo que la obligación de investigar y 
sancionar que tienen todos los estados con respecto a este tipo de delitos no puede ser 
olvidada por leyes de este tipo. 11 
El caso de Oul Dah seria importante para el sistema europeo de derechos humanos, ya 
que sería la primera decisión que marcaría la incompatibilidad que pueden llegar a tener 
las amnistías con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
como hay delitos que no pueden ser objeto de amnistía, pero aun así para este momento 
seguirían primando los principios del caso Dujardin. 
Cuando se habla de amnistías en el sistema europeo de derechos humanos es obligatorio 
referirnos a la sentencia del caso Margus contra Croacia, el cual a marcado un antes y un 
después en este sistema, estableciendo una postura diferente a la que se manejaba desde 
el caso Dujardin. 
En el presente caso se nos presenta como en la década de los 90, debido al conflicto 
suscitado en los Balcanes, el señor Fred Marcus perpetro diferentes delitos, entre los 
cuales se mencionan tres asesinatos, heridos de gravedad, robo de armamento y la 
activación de diferentes mecanismos explosivos; todo esto fue realizado en función del 
ejercito de Croacia, contra población serbia que había sido desplazada debido al ejército 
popular Yugoslavo. Ante estos hechos se iniciaría un proceso penal en contra del señor 
Margus, el cual seria cancelado debido a la ley de amnistías de 1996. 
En el año de 1997 se daría por terminado dicho proceso, pero esta decisión seria recurrida 
ya que se alegaba una incorrecta aplicación de la ley de amnistías, por lo que en el año 
                                                          
11 “Corte Europea de Derechos Humanos, OULD DAH v. FRANCE DECISION, 2005” 
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2006 sin que se resolviera el recurso por indebida aplicación, se llevaría a cabo otro 
proceso contra Fred Margus atribuyéndole crímenes de guerra contra población civil, por 
lo que seria condenado a 14 años de prisión, decisión que seria confirmada por el tribunal 
supremo de Croacia. 
Ante esta situación Margus presentaría recurso de amparo ante el tribunal constitucional, 
el cual seria desestimado y de esta forma agotando los recursos internos, por lo que 
procede a demandar al Estado de Croacia ante el Tribunal Europeo de Derechos humanos, 
alegando que se violaba el principio de nos bis in ídem al ser juzgado 2 veces por los 
mismos hechos, alegando además que una sentencia que aplica la ley de amnistías 
equivale a una sentencia absolutoria, por lo que esta tiene efectos de cosa juzgada.12 
El estado de Croacia menciona que el conocimiento de nuevos hechos como lo son 
torturas y detenciones ilegales permiten el cambio de clasificación de los hechos, lo que 
hace que sea un proceso diferente al anterior y siendo esto suficiente para considerarlo 
como hechos no juzgados, además de mencionar que no se puede conceder amnistías a 
crímenes de guerra. 
Por su parte el Tribunal declara que efectivamente se presenta una violación al principio 
de non bis in ídem, pero aun así el retirar los cargos no es un equivalente de sentencia 
absolutoria, por lo que no se da una cosa juzgada. 
Finalmente, en su decisión el Tribunal mencionaría algo que haría que este caso fuera tan 
importante para el tema de las amnistías en el sistema europeo: “La obligación de los 
estados de proteger la vida (art. 2 y 3 del Convenio) y garantizar la responsabilidad de los 
autores que vulneren este derecho (recogiendo anterior jurisprudencia en varios asuntos 
contra Turquía) hace incompatible la aplicación de amnistías ante graves crímenes. De 
este modo, el art. 4 del Protocolo núm. 7 que prohíbe juzgar dos veces los mismos hechos 
debe ser interpretado en su conjunto con el Convenio y el resto del derecho internacional, 
el cual se hace eco de la tendencia generalizada (y especialmente de la mano de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos) de la restricción de los supuestos en los que se 
                                                          
12 “Tribunal Europeo De Derechos Humanos, Sentencia 27 de mayo de 2014, caso Margus vs Croacia” 
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pueda aplicar una amnistía, a pesar de que ningún tratado internacional las prohíba de 
forma expresa.”13 
Esta decisión seria trascendental, ya que en ella se establece totalmente la 
incompatibilidad que existe entre las amnistías y las graves violaciones de derechos 
humanos, la cual se venía desarrollando desde el caso Oul Dah, por lo que se empezaría 
a dejar totalmente de lado la idea de que las amnistías pueden ser totales y sin importar el 
tipo de delito, siempre y cuando la situación lo permitiera. 
En estos 3 casos podemos evidenciar de forma rápida la evolución que ha tenido el 
sistema europeo de derechos humanos con respecto al tema de las amnistías, el cual como 
es posible evidenciar ha sido un proceso lento en comparación a otros organismos 
internacionales, ya que al no existir una unanimidad en los criterios las primeras 
decisiones tomadas no eran claras, por lo que existían vacíos con respecto a estas 
decisiones como se puede evidenciar en el caso Dujardin, el cual si bien marco el rumbo 
a seguir durante mucho tiempo, su decisión fue objeto de controversia. 
Por su parte el caso Oul Dah empezaba a cambiar el panorama establecido en años 
anteriores, ya que empezaba a surgir la idea de que las leyes de amnistías no podían 
ignorar las obligaciones internacionales que tenían todos los estados, por lo que era 
posible juzgar a responsables de delitos que afectaran derechos humanos a pesar de que 
una ley estableciera un perdón para dichas violaciones, pero a pesar de esto la decisión 
de este caso no logro cambiar por si misma la concepción que se venia manejando desde 
1991 en el sistema europeo. 
No es hasta el caso Margus vs Croacia que se logra establecer totalmente que cualquier 
ley que interrumpa la obligación de investigar y sancionar delitos que afectaran derechos 
humanos o sea contrario al derecho internacional es totalmente incompatible con lo 
establecido en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y que 
por lo tanto es posible juzgar a todos los responsables de este tipo de delitos, ya que 
también se deja claro que las decisiones tomadas con base a una ley de amnistía no tiene 
efectos de cosa juzgada, por lo que llevar a cabo una investigación contra una persona 
                                                          
13 “FERNANDEZ PALLERES, Luis, Litigio Critico, En: 
http://litigiocritico.blogspot.com.co/2015/12/stedh-de-27-de-mayo-de-2014-en-el-caso.html” 
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que en algún momento se pudo haber beneficiado de una ley de amnistías no representaría 
una violación al principio de non bis in ídem.   
En conclusión el sistema europeo  ha tenido un desarrollo más difícil que cualquier otro 
sistema en lo que al manejo de amnistías e indultos se refiere, la disparidad de opiniones 
y decisiones que ha tenido a lo largo de su historia a hecho que en este sentido se viera 
superado por otros sistemas de protección de derechos humanos como lo es el sistema 
interamericano, ya que como se puede evidenciar el sistema europeo a pesar de la gran 
cantidad de casos que a manejado a lo largo de su existencia, son contados los casos en 
los que realmente trata el tema de las amnistías, por lo que no fue posible que desarrollara 
un principio general a la hora de determinar la procedencia de amnistías hasta la llegada 
del caso Margus, el cual disiparía todas las dudas que se tenía en aquel momento y se nos 
presenta como el resultado de una evolución constante  la cual inicia con el caso Dujardin 
y pasaría por casos como Yaman vs Turquia, Tarbuk vs Croacia y Dorado Ortiz vs España 
que si bien no fueron tan trascendentes sirvieron para desarrollar la idea que se maneja el 
día de hoy 
 
Sistema Americano de Derechos Humanos 
En el sistema regional del nuevo continente se establecio bajo los lineamientos facticos 
de la corte interamericana de derechos humanos y las circustancias sociales y políticas 
que vivio america mas específicamente en la región latina, en la que hubieron procesos 
de violencia que conllevaron a que se surtieran procesos de paz que en algún punto se 
busco la reconciliación mediante el uso de la amnistía, la comisión interamericana de 
derechos humanos y la corte interamericana de derechos humanos establecieron sus líneas 
de jurisprudencia y razones filosóficas al afrontar con casos de amnistias que les llegaban 
a sus letrados. Por lo que es de menester que se evalue las posturas de tanto la comisión 
y la corte y como estas al final han infundido los principios del derecho para que los 
estados miembros acogan sus ordenes plasmados en sus fallos. 
En un aspecto inicial, la comisión interamericana de derechos humanos, tiene la postura 
de aborrecer los actos en los que la impunidad sea promocionada, varios han sido los 
comunicados en los que adopta esa idea, por lo que de tal manera se parte de manera 
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conflictiva cuando se toman las posibilidades de implementar medidas que promulgen la 
impunidad, y hace énfasis en lo fácil que termina dándose con el otorgamiento de medidas 
procesales como lo son la amnistía e indulto, varios han sido los temas tratados, pero los 
que mas destacan son las leyes de amnistía, dadas en los conflictos sociales que vivio 
latinoamerica en el siglo XX, el ejemplo de dichas premisas se encuentra en lo siguiente: 
“Las normas del sistema interamericano que obligan a los Estados miembros de 
la OEA hacen parte de este cuerpo normativo.  Las experiencias hemisféricas en 
el contexto de esfuerzos de pacificación han llevado a tanto a la Comisión como 
a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a interpretar, entre otras, la 
obligación de los Estados miembros de compatibilizar el recurso a la concesión 
de amnistías e indultos a favor de personas que se han alzado en armas contra el 
Estado, con la obligación de éste de esclarecer, castigar y reparar violaciones a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario.”14 
Siendo de tal manera que a pesar de los deseos de pacificar la sociedad y llegar a una 
convivencia efectiva, no se puede obviar las obligaciones supranacionales a los que los 
miembros están obligados, es decir, deben investigar, sancionar y no repetir. De lo que 
de dicha manera habría una incompatibilidad con la convención y entraría al 
conocimiento de los tribunales internacionales de derechos humanos. 
De igual manera al respecto la comisión ha realizado análisis en lo referente a los derechos 
mas relevantes al respecto de acuerdo a las victimas y a las obligaciones internacionales, 
de tal modo, cuando se trata en lo propio al derecho de la verdad, la comisión establecio: 
“Ante esta realidad, el derecho a la verdad no debe ser coartado a través de medidas 
legislativas o de otro carácter.  La CIDH ha establecido que la existencia de 
impedimentos fácticos o legales –tales como la expedición de leyes de amnistía— 
al acceso de información sobre los hechos y circunstancias que rodearon la 
violación de un derecho fundamental, y que impidan poner en marcha los recursos 
                                                          
14 “COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe sobre el proceso de 
desmovilización en Colombia, 13 de diciembre de 2014, En: 
http://www.cidh.oas.org/countryrep/Colombia04sp/informe2.htm” 
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judiciales de la jurisdicción interna, resultan incompatibles con el derecho a la 
protección judicial previsto en el artículo 25 de la Convención Americana.”15 
De este fragmento de texto cabe resaltar la presunta violación que recae sobre el articulo 25 
de la convención americana, referente a la protección judicial, de manera que cuando se 
analisa el mencionado articulado se divide este mismo en dos, la primera parte en el derecho 
a las personas para que logren una tutela judicial efectiva y que se manifieste su protección 
a los derechos fundamentales tanto constitucionales como convencionales y la segunda 
parte en lo relativo a las obligaciones que tienen los estados miembros al otorgar la 
mencionada protección16, dando todo lo propio para que la jurisdiccionalidad se desarrolle 
correctamente respetando todos los parámetros constitucionales, convencionales y demás 
instrumentos internacionales que le infieran, para que logre admiistrar justicia y logre 
tutelar efectivamente todos los pleitos o incursiones que lleguen al conocimiento de los 
jueces. 
Teniendo en cuenta lo referenciado anteriormente, al darse viabilidad a las amnistias e 
indultos para proporcionar impunidad, incluso si el fin es benefico, no se podría concretar 
sin violar derechos fundamentales a los involucrados, la sociedad y en especial las victimas 
y sus allegados “familia y amigos”, sino que también hace que el estado incurra en 
violaciones de parámetros que per se no puede controvertir ya que se constituyen como 
obligaciones de cumplimiento férreo, además si se tomará desde otros aspectos, la inclucion 
de estas medidas conyevarian la violación de otros derechos convencionales que se 
analizaran a continuación. 
En lo referente al derecho a la justicia y al esclarecimiento judicial, la comisión ha dictado 
lo siguiente: 
“Toda vez que la conducta de quienes participan en el conflicto armado se 
traduzca en crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y/o violaciones a los 
derechos humanos a través de la comisión inter alia de asesinatos, desapariciones 
forzadas, violaciones sexuales, traslados o desplazamientos forzosos, torturas, 
                                                          
15 “CIDH, Informe Nº 25/98, Casos 11.505, 11.532, 11.541, 11.546, 11.549, 11.569, 11.572, 11.573,11.583, 
11.585, 11.595, 11.652, 11.657, 11.675 y 11.705 (Chile) en Informe Anual de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos 1998.” 
16 “ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, Convencion Interamericana de Derechos 
Humanos, 1969” 
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actos inhumanos destinados a causar intencionalmente la muerte o graves daños a 
la integridad física y mental, ataques contra la población civil o sus bienes, 
reclutamiento de niños y niñas menores de 15 años de edad, los Estados tienen –
conforme al derecho internacional consuetudinario y los tratados—la obligación 
perentoria de investigar los hechos y juzgar y sancionar a los responsables.  Se 
trata de crímenes de derecho internacional de carácter imprescriptible, no 
susceptibles de amnistía, cuya falta de debido esclarecimiento puede generar la 
responsabilidad internacional del Estado y habilitar la jurisdicción universal a fin 
de establecer la responsabilidad penal individual de los implicados.17” 
De tal manera la comisión acoge los criterios del sistema universal internacional, mas 
concretamente bajo la tesis de la corte penal internacional de justicia, que a los ojos del 
estatuto de Roma, parte los lineamientos para que actos con características taxativas seas 
de una gravedad considerable y con ello no puedan ser tomados como objeto de delitos 
comunes, por el contrario recae todo y sin derecho a beneficio alguno, de lo que se infiere 
que actos de lesa humanidad, crímenes de guerra y violaciones a los derechos 
fundamentales y convencionales de manera grave no podrán ser beneficiados con el 
otorgamiento de amnistias e indultos. Además la comisión ya bajo criterios mas locales 
al contintente delimito el otorgamiento de dichos favorecimiento procesales de la 
siguiente manera: 
“Algunos Estados afectados por conflictos armados internos y sus consecuencias 
han recurrido al dictado de leyes de amnistía al momento de implementar 
mecanismos de pacificación y reconciliación nacional.  Sin embargo, la concesión 
de amnistías e indultos debe circunscribirse a conductas punibles que tengan el 
carácter de delitos políticos o de delitos comunes conexos con aquéllos en la 
medida en que teniendo relación directa y estrecha con la delincuencia política, 
no constituyan delitos graves conforme al derecho internacional.  Los 
responsables por la comisión de este tipo de crímenes no deben beneficiarse 
indebidamente de causales de exclusión de la punibilidad, como la prescripción 
del delito y la prescripción de la pena; con el otorgamiento de asilo territorial o 
                                                          
17 “COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe sobre el proceso de 
desmovilización en Colombia, 13 de diciembre de 2014, En: 
http://www.cidh.oas.org/countryrep/Colombia04sp/informe2.htm#_ftn24.” 
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diplomático; con la negativa a entrega en extradición por la comisión de crímenes 
sancionados por el derecho internacional; o con la concesión de amnistías o 
indultos.18 
En este sentido, la CIDH ha establecido de manera consistente que si bien la 
adopción de normas destinadas a amnistiar a los responsables por el delito de 
alzarse en armas contra el Estado puede ser una herramienta útil en el marco de 
los esfuerzos por alcanzar la paz, tanto las leyes de amnistía como las medidas 
legislativas similares que impiden o dan por terminada la investigación y 
juzgamiento de crímenes de derecho internacional impiden el acceso a la justicia 
y hacen ineficaz la obligación de los Estados partes de respetar los derechos y 
libertades reconocidos en la Convención y de garantizar su libre y pleno 
ejercicio.19” 
Con ello la comisión afirma su postura en que las amnistias solo pueden ser obejto de 
delitos políticos o comunes conexos, es decir solo crímenes derivados de la ideología e 
intelectualidad de los actores, como puede ejemplificarse en la rebelión, pero de manera 
tajante excluye a los demás delitos, ya que se caracterizan por la gravedad y de acuerdo 
a las demás normas internacionales no pueden ser objeto bajo ninguna circunstancia de 
amnistias o demás beneficios a sus penas, de tal manera en el segundo apartado la misma 
comisión enfatiza lo recalcado por el sistema universal y decanta que los instrumentos 
utilizados o utilizables por los estados para conseguir la convivencia efectiva no pueden 
olvidar la obligación del derecho internacional de dar justicia a los actos que atenten 
contra los derechos humanos, por lo que es deber investigar y juzgar los crímenes que 
atenten contra el derecho internacional humantario o contra la convención de derechos 
humanos según sea el caso, y se excluye en este orden de ideas la amnistía e indulto. 
                                                          
18 “Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Question of the impunity of perpetrators of human 
rights violations (civil and political), Informe Final preparado Louis Joinet, Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la Impunidad, conforme a la Resolución 1996/119 de la Subcomisión.  E/CN.4/Sub.2/1997/20 
Rev. 1 (1997), Principios 26 a 35." 
19 “CIDH Informe 28/92, Argentina, Informe Anual de la CIDH 1992-1993, párrafo 41; Informe 29/92, 
Uruguay, Informe Anual de la CIDH 1992-1993, párrafo 51; Informes 34/96 y 36/96, Chile, Informe Anual 
de la CIDH 1996, párrafos 76 y 78 respectivamente; Informe 25/98, Chile, Informe Anual de la CIDH 
1997, párrafo 71; e Informe 1/99, El Salvador, Informe Anual de la CIDH 1998, párrafo 170.” 
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Finalmete en lo referente al derecho a la reparación de las victimas, la comisión establece 
los siguientes lineamientos: 
“Las garantías generales de satisfacción requieren de medidas tendientes a 
remediar el agravio padecido por víctima, incluyendo la cesación de violaciones 
continuadas; la verificación de los hechos constitutivos de crímenes 
internacionales; la difusión pública y completa de los resultados de las 
investigaciones destinadas a establecer la verdad de lo sucedido, sin generar 
riesgos innecesarios para la seguridad de víctimas y testigos; la búsqueda de los 
restos de los muertos o desaparecidos; la emisión de declaraciones oficiales o de 
decisiones judiciales para restablecer la dignidad, la reputación y los derechos de 
las víctimas y de las personas a ellas vinculadas; el reconocimiento público de los 
sucesos y de las responsabilidades; la recuperación de la memoria de las víctimas; 
y la enseñanza de la verdad histórica Las garantías de no repetición requieren la 
adopción de medidas tendientes a prevenir nuevas violaciones a los derechos 
humanos.  Éstas exigen la disolución de grupos armados paraestatales; la 
derogación de normas que favorecen la comisión de violaciones a los derechos 
humanos o el derecho internacional humanitario.20” 
En este aspecto clarifica aun mas su postura ya que determina que las acciones normativas 
que favorezcan la comisión de violaciones son claras violaciones contra las victicas, por 
lo que se deben erradicar para poder reparar de manera integral a las victimas. 
De tal manera con la consencion de amnistias e indultos en casos de crímenes graves o 
violaciones sistemáticas contra los derechos fundamentales, la concencion de los 
beneficios procesales referenciados se constituyen en grandes violaciones tanto al 
ordenamiento jurídico regional e internacional como a los invoclucrados en la actuación 
preludida. 
La corte intermaericana de derechos humanos por otra parte, en el entendido que sus fallos 
son de obligatorio cumplimiento, por lo que su diseño es peculiarmente distinto al de la 
comisión interamericana, ya que es predicable la coerción en el actuar de los estados 
                                                          
20 “COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe sobre el proceso de 
desmovilización en Colombia, 13 de diciembre de 2014, En: 
http://www.cidh.oas.org/countryrep/Colombia04sp/informe2.htm#_ftn46” 
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miembros de la OEA, en lo propio del trabajo, la corte ha definido los parámetros de 
actuación en lo referente a la concecion de amnistias e indultos, siendo los siguientes: 
En primer lugar se enmarcar la obligación de investigar y sancionar a los perpetradores 
de graves violaciones de derechos humanos, y que a los miembros de la OEA que 
aceptaron la competencia de la corte, les queda vedada la opción de incluir en su 
legislación o normativa leyes o demás instrumentos que propendan obstaculizar a la 
justicia, como lo ha declarado en algunos casos emblemáticos.21 
Por otra parte, en un caso que dio inicio a una rica teoría jurídica, como lo es el caso de 
Barrios Altos contra Perú, se dejo en claro que las medidas tomadas por el estado que 
propendan excluir la responsabilidad de los actores de violaciones de derechos humanos 
o de promulgar la impunidad, violando la obligación traída a colación con anterioridad, 
son completamente exluyentes del sistema americano de derechos humanos, tal como lo 
dejo claro en un comunicado de la comisión en la que extrajo esa idea a colación. 
“En su sentencia en el Caso Barrios Altosestableció que resultan inadmisibles las 
disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento 
de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y 
sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos 
tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las 
desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
La Corte concluyó que al ser incompatibles con la Convención Americana, estas 
leyes de amnistía carecían de efectos jurídicos y no podían constituir un obstáculo 
para la investigación, identificación y castigo de los responsables de violaciones 
de derechos consagrados en la Convención Americana”22 
Inclurso la misma corte lo deja en claro en la sentencia contra Perú 
“…son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de 
prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan 
                                                          
21 “Corte IDH, Caso Loayza Tamayo, art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos, Sentencia 
de 27 de noviembre de 1998, Serie C Nº 42, párrafo 170.” 
22 “COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe sobre el proceso de 
desmovilización en Colombia, 13 de diciembre de 2014, En: 
http://www.cidh.oas.org/countryrep/Colombia04sp/informe2.htm#_ftn35” 
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impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves 
de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 
contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos.23” 
Pero en ¿Qué pasaría en el caso de que el estado decida aplicar la norma claramente 
contraria a la convención?, en este aspecto la corte enfatizo eso en el caso mack chang 
contra Guatemala en el quese estipulo:  
“Asimismo, en el cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos 
los obstáculos y mecanismos de hecho y derecho que mantienen la impunidad en 
el presente caso; otorgar las garantías de seguridad suficientes a las autoridades 
judiciales, fiscales, testigos, operadores de justicia y a los familiares de Myrna 
Mack Chang y utilizar todas las medidas a su alcance para diligenciar el 
proceso.24” 
Además para dejar claro la competencia y prestigio de la corte en lo referente a las 
instancias procesales que se deben surtir, en un comunicado presento: 
“la Corte no es una supra instancia cazadora de leyes internas o un órgano supra 
legislativo, ésta sí tiene la capacidad de declarar normas nacionales inaplicables y 
sin efectos jurídicos cuando contravienen el sistema americano de derechos 
humanos.25” 
Con ello se deja en claro la supremacía de la convencion que nacio para proteger y velar 
los derechos humanos y despejar las dudas de ciertos agentes procesales de que esta se 
constituiría como una instancia mas, además que también se despeja la duda sobre la 
seguridad jurídica que se desarrollaría dentro  de los órganos legislativos de los estados 
miembros de la competencia de la corte. 
                                                          
23 “CORTE  INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Barrios Altos vs Peru, 14 de marzo 
de 2001, En: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_75_esp.pdf” 
24 “CORTE  INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Myrna Mack Chang vs 
Guatemala, 25 de noviembre de 2003, En: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_101_esp.pdf” 
25 “SANCHO GUEVARA, Maria, Leyes de Amnistia: Comision y Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, En: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r28160.pdf” 
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Agrega la corte, en el caso peruano: 
“De igual manera, la Corte Interamericana ha sentado una doctrina clara en el 
sentido de que una ley de amnistía no puede servir de justificación para no cumplir 
el deber de investigar y de conceder acceso a la justicia. Y así mismo, la Corte ha 
expresado que los Estados no pueden, para no dar cumplimiento a sus 
obligaciones internacionales, invocar disposiciones existentes en su derecho 
interno, como lo es en este caso la Ley de Amnistía…que a juicio de esta Corte, 
obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia. Y es por estas razones que el 
argumento...en el sentido de que le es imposible cumplir con ese deber de 
investigar los hechos que dieron origen al presente caso debe ser rechazado.”26 
Como se logra evidenciar las posturas de la comisión interamericana de derechos 
humanos y la de la corte interamericana de derechos humanos convergen en las posturas 
de que se debe conbatir la impunidad y que las medidas que la promulguen deben ser 
combatidas por su clara oposición contra las normas internacionales con especial incapie 




En lo respectivo a Colombia, los altos tribunales han manifestado sus posturas de acuerdo 
a las premisas de la amnistía e indulto en situaciones en las que converjan con los derechos 
humanos de lo que la Corte Constitucional en la sentencia C-695-02: 
“La facultad para la concesión de amnistías reposa en el Congreso de la República 
pues se trata de una decisión que involucra una limitación a la aplicación de la ley 
penal y por ello ninguna otra rama del poder público se halla habilitada para 
tomarla.  Es una institución de carácter general en cuanto se refiere de manera 
impersonal a las conductas punibles que son objeto de amnistía y sólo procede por 
delitos políticos, quedando excluidos los delitos comunes.  Finalmente, la amnistía 
                                                          
26 “SANCHO GUEVARA, Maria, Leyes de Amnistia: Comision y Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, En: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r28160.pdf” 
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extingue la acción penal pero la extinción de la acción civil queda supeditada a la 
decisión del legislador y de allí por qué el constituyente haya dispuesto que en 
caso que los favorecidos fueren eximidos de la responsabilidad civil respecto de 
particulares, el Estado quedará obligado a indemnizar.”27 
Analizando lo preludido se observa que bajo los parámetros constitucionales el 
otorgamiento de dichos beneficios es una facultad exclusiva del legislador, por lo que las 
demás ramas del poder publico les queda vedada esa acción, luego se observa la influencia 
de las prerrogativas tomadas por los tribunales e instituciones internacionales en la que 
dicha acción solo es posible en delitos políticos, es decir en delitos en los que solo se 
recaiga en la ideología del autor, sin embargo grosso modo no establece los lineamientos 
de graves violaciones de derechos humanos que con uniformidad los tribunales 
internacionales han adoptado. 
Pero cuando se prosigue en la misma sentencia establece las limitaciones a la que dicha 
facultad del legislador debe tener y de dicha manera abre la puerta a lo establecido en el 
sistema universal de derechos humanos: 
“En ese marco, si bien el Congreso tiene una amplia facultad para conceder 
amnistías e indultos por delitos políticos, tal facultad debe ejercerla con estricto 
respeto de la Constitución Política y los Tratados internacionales de Derechos 
Humanos y de Derecho internacional Humanitario.  De allí que cuando esta 
Corporación revisó la Ley Aprobatoria del Estatuto de Roma haya manifestado lo 
siguiente acerca del imperativo de cumplir los compromisos internacionales 
adquiridos en materia de amnistía e indulto”28 
Y cuando menciona el estatuto de Roma es evidente que acepta los principios del mismo 
y es que en los casos de crímenes de lesa humanidad, genocidio, etc., es improcedente en 
todas las circustancias la adopción de amnistias e indultos. 
Asi mismo la corte en sentencia C-578-02, toma una postura que tiene una total 
convergencia con los ideales internacionales y que la corte adapta a la interpretación 
                                                          
27 “CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-695, 28 de agosto de 2002, En: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/C-695-02.htm.” 
28 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-695, 28 de agosto de 2002, En: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/C-695-02.htm 
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dentro del ordenamiento jurídico nacional y la siutacion político-social que el país esta 
cursando, como lo manifiesta en lo siguiente: 
“el derecho internacional ha considerado que los instrumentos internos que 
utilicen los Estados para lograr la reconciliación deben garantizar a las víctimas y 
perjudicados de una conducta criminal, la posibilidad de acceder a la justicia para 
conocer la verdad sobre lo ocurrido y obtener una protección judicial efectiva. Por 
ello, el Estatuto de Roma, al recoger el consenso internacional en la materia, no 
impide conceder amnistías que cumplan con estos requisitos mínimos, pero sí las 
que son producto de decisiones que no ofrezcan acceso efectivo a la 
justicia.  Figuras como las leyes de punto final que impiden el acceso a la justicia, 
las amnistías en blanco para cualquier delito, las auto amnistías (es decir, los 
beneficios penales que los detentadores legítimos o ilegítimos del poder se 
conceden a sí mismos y a quienes fueron cómplices de los delitos cometidos), o 
cualquiera otra modalidad que tenga como propósito impedir a las víctimas un 
recurso judicial efectivo para hacer valer sus derechos, se han considerado 
violatorias del deber internacional de los Estados de proveer recursos judiciales 
para la protección de los derechos humanos,  consagrados en instrumentos como, 
por ejemplo, la Declaración Americana de Derechos del Hombre, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana de Derechos 
Humanos y la “Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 
víctimas de delitos y del abuso de poder.”  Adicionalmente, el derecho 
internacional ha reconocido la inderogabilidad de normas de ius cogens, lo cual 
resulta sin duda relevante en el análisis de esta cuestión. En este sentido, el 
derecho internacional ha penalizado los crímenes más graves de trascendencia 
para la comunidad internacional en su conjunto. Sin desconocer el derecho 
internacional, Colombia ha concedido amnistías e indultos específicamente por 
delitos políticos.  Entonces, los principios y normas de derecho internacional 
aceptados por Colombia (artículo 9 CP.), el Estatuto de Roma, y nuestro 
ordenamiento constitucional, que sólo permite la amnistía o el indulto para delitos 
políticos y con el pago de las indemnizaciones a que hubiere lugar (artículo 150. 
numeral 17 de la CP.), no admiten el otorgamiento de auto amnistías, amnistías 
en blanco, leyes de punto final o cualquiera otra modalidad que impida a las 
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víctimas el ejercicio de un recurso judicial efectivo como lo ha subrayado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.” 
Mas clara no puede ser la postura acogida por el máximo órgano de la jurisdicción 
constitucional en la que se observa que la influencia de la corte interamericana de 
derechos humanos ha sido protagonica, ya que en el mismo se resalta los peligros que se 
expone a la sociedad al otorgar amnistias en los casos en el que el derecho internacional 
expresamente lo ha prohibido, además como la corte penal internacional fue una de las 
artífices de estos lineamientos jurisprudenciales, es de menester recalcar la influencia que 
ha tenido el órgano nacido del estatuto de roma en los ordenamientos del mundo, mas 
específicamente en el colombiano, deduciendo que en un lapso considerable de tiempo, 
Colombia ha sufrido un conflicto que ha dejado grandes violaciones de derechos humanos 
y negarlo seria tapar lo que no se puede ocultar, ya que su magnitud fue considerable, 
además en el plantemiento que deja la corte enfatiza que a pesar de la situación social 
vivida, esa medida es improcedente por los desgaste y violaciones que hace a la justicia 
y a los deberes de obligatorio cumplimiento que trae el derecho internacional, idea 
acogida por los pronunciamiento de la corte interamericana de derechos humanos, es 
enfatico ver como todo el sistema normativo confluye para llevar congruencia a 
situaciones como la colombiana. 
En las etapas desarrolladas en el año 2016 y 2017, el gobierno y el grupo guerrillero 
FARC-EP, habían concluido un proceso de paz que finalizo en un acuerdo29, de lo que se 
determina que deben darse medidas para la reincorporación de los miembros del grupo 
rebelde, ante lo cual se expidieron normas que públicamente se etiquetaron como ley de 
amnistias, siendo la Ley 1820 de 2016 y el Decreto 277 de 2017, este ultimo el que 
reglamenta a la ley, estos nacidos del acto legislativo 01 de 201730. 
De lo que en el estudio de dichas leyes la corte constitucional evaluara si son concordantes 
con la constitución, pero con mayor importancia, si son concordantes con lo establecido 
en las obligaciones internacionales, porque de promulgar la impunidad con el 
                                                          
29 “ALTO COMISIONADO PAEA LA PAZ, Acuerdo Final Para la terminación del conflicto y la 
construcción de una Paz Estable y Duradera, 2016, En: 
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf.” 
30 “EL PAIS, Ley de amnistias, el tablero en la Corte Constitucional, 2017 En: 
http://www.elpais.com.co/politica/ley-de-amnistia-al-tablero-en-la-corte-constitucional.html.” 
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La amnistía e indulto son figuras que proporcionan beneficios procesales a los 
perpretadores de delitos que bajo ciertos lineamientos se aceptan, sin embargo debe 
destacarse que dicha figura solo se da cuando el estado ha fracasado y de su ineptitud no 
ha logrado desarrollar las problemáticas sociales a las que se ha tenido que enfrentar, esas 
figuras procesales son aplicables en el ordenamiento penal, pero de su mala adopción es 
que obligo a los órganos internacionales a limitarlas, para que algunos sujetos sin 
escrupulos que manejan los estados, no las proporcionen o promuevan para ocultar las 
fechorías propias o de terceros. 
La corte penal internacional fue el pilar de dicha idea, los crímenes contra el estatuto de 
Roma fueron los que bajo ninguna circunstancia se pueden otorgar la amnistía e indulto, 
por su extrema gravedad, debe dárseles mas enfoque a los crímenes de lesa humanidad y 
al genocidio, porque estos son los que mas daño han hecho en el trascurso de la historia 
moderna. 
Las cortes regionales de derechos humanos tomaron la postura de que los actos reseñados 
en el estatuto de roma no son objetos de amnistias e indultos, ante ello le agregaron y 
profundizaron en lo respectivo a los derechos fundamentales, de tal manera que los 
estados individualmente bajo sus directrices enmarcaron su derecho interno para encajar 
bajo esos preceptos, salvo algunas excepciones en los que dicha herramienta se usa para 
perjudicar a la justicia, a la sociedad, a la comunidad internacional y a las victimas. 
Para finalizar las amnistias e indultos viven en una cuerda muy delgada entre lo que sería 
un beneficio procesal y una puerta para que todos los actos perjudiciables para la 
humanidad estén bañados de impunidad, todos desde el ciudadano hasta los altos 
tribunales internacionales deben estar al tanto para que esto no ocurra bajo ninguna 
circunstancia, los tiempos difíciles deben acabar pero no se debe olvidar que la justicia es 
el marco rector del derecho y este debe infundir en toda la humanidad respeto a principio 
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tan etéreo y excelso, la amnistía e indlito deben ser la ultima ratio en el derecho penal, y 
debe usarse con convergencia a lo establecido en los instrumentos internacionales y no 
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